
Mini Boletín FISCAL diario 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión profesional ni 
asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros 

1 

Martes, 9 de MAYO de 2023 

ÍNDICE 

Boletines oficiales 

BOE nº 110 de 09/05/2023 

SERVICIOS. DIGITALIZACIÓN NOTARIOS. IVA. DAÑOS 
NUCLEARES. PROFESIONES CUALIFICADAS. Ley 11/2023, 
de 8 de mayo, de trasposición de Directivas de la Unión 

Europea en materia de accesibilidad de determinados productos y servicios, 
migración de personas altamente cualificadas, tributaria y digitalización de 
actuaciones notariales y registrales; y por la que se modifica la Ley 12/2011, de 
27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por 
materiales radiactivos. 

RESUMEN 
[pág. 2]

Nota de la web AEAT 

LGT. APLAZAMIENTOS Y FRACCIONAMIENTOS. La AEAT, en su web, 
publica nota sobre los aplazamientos y fraccionamientos 
Mejoras en la tramitación de aplazamientos y fraccionamientos de deudas

[pág. 8] 

Consulta de la DGT 

IRPF. Los intereses por mora en el pago del salario son ganancias patrimoniales 
no sometidas a retención. 

[pág. 10] 

ISD. El legado reconocido judicialmente de pago de cargo de los herederos a 
una legataria del valor del usufructo de un inmueble y de una renta mensual es 
correlativamente carga deducible para los herederos y adquisición gravada 
para la legataria, si bien debe la resolución judicial ser firme.

[pág. 10] 

Sentencia de interés 

IVA. La deducción de las cuotas soportadas del IVA es un derecho del 
contribuyente, y no una opción tributaria del artículo 119.3 de la Ley General 
Tributaria. Los contribuyentes pueden instar la rectificación y la 
correspondiente devolución de ingresos indebidos respecto de una 
autoliquidación complementaria del IVA, en la que se han incluido mayores 
cuotas soportadas, a fin de adecuarse al criterio seguido por la Administración 
tributaria en un procedimiento inspector

[pág. 12]

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-11022


 

Mini Boletín FISCAL diario 

 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión profesional ni 
asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros  

2 

Martes, 9 de MAYO de 2023 

Boletines oficiales 
BOE nº 110 de 09/05/2023 

SERVICIOS. DIGITALIZACIÓN NOTARIOS. IVA. 
DAÑOS NUCLEARES. PROFESIONAES 
CUALIFICADAS. Ley 11/2023, de 8 de mayo, de 
trasposición de Directivas de la Unión Europea 

en materia de accesibilidad de determinados productos y servicios, 
migración de personas altamente cualificadas, tributaria y 
digitalización de actuaciones notariales y registrales; y por la que se 
modifica la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil 
por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos. 

RESUMEN 

La presente ley viene a transponer seis directivas de la Unión Europea.  

 En primer lugar, la Directiva (UE) 2019/882 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 

de abril de 2019, sobre los requisitos de accesibilidad de los productos y servicios, 
cuya fecha límite para su transposición por los Estados miembros era el 28 de junio de 2022, 

aunque se estableció un plazo más amplio para su aplicación efectiva, en concreto hasta el 28 de 
junio de 2025 y, además, permite a los Estados miembros posponer la aplicación de las 
disposiciones relativas a las comunicaciones de emergencia al número único europeo de 
emergencia 112 por el punto de respuesta de seguridad pública (PSAP) más apropiado hasta el 
28 de junio de 2027.  

A través del título I de la ley, que comprende los artículos 1 a 31, se incorpora al 
ordenamiento jurídico español la Directiva 2019/882, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de abril de 2019. 

Regula: (art. 1 a 31) 

Los requisitos de accesibilidad universal de los productos y servicios establecidos en el 
art. 2 (cajeros automáticos, lectores automáticos, sitios web y redes sociales de 
determinados servicios). 

Este título entra en vigor al día siguiente de la publicación de la norma en el BOE. 

 En segundo lugar, se transpone de forma parcial la Directiva (UE) 2021/1883 del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 20 de octubre de 2021 relativa a las condiciones 
de entrada y residencia de nacionales de terceros países con fines de empleo de 

alta cualificación, y por el que se deroga la Directiva 2009/50/CE del Consejo, cuyo artículo 31 
establece como fecha límite para la transposición el 18 de noviembre de 2023.  

El título II, que consta de un solo artículo, el 32, con el objeto de transponer de forma 
parcial la Directiva (UE) 2021/1883 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
octubre de 2021, relativa a las condiciones de entrada y residencia de nacionales de 
terceros países con fines de empleo de alta cualificación y por el que se deroga la Directiva 
2009/50/CE del Consejo, introduce las correspondientes modificaciones en la Ley 
14/2013, de 27 de septiembre; en concreto, en los artículos 22, 61, 62, 71, 73, 74 y 76, 
añadiendo un nuevo artículo 71 bis y una nueva disposición adicional vigésima. 

Entre las novedades de la Directiva (UE) 2021/1883, de 20 de octubre de 2021, se 
encuentra el establecimiento de criterios de admisión más inclusivos para los titulares de 
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la Tarjeta azul-UE, la facilitación de la movilidad y la reagrupación familiar dentro de la 
Unión Europea, procedimientos simplificados para empleadores reconocidos, la 
concesión de un nivel más elevado de acceso al mercado laboral y la ampliación del ámbito 
de aplicación a los familiares extracomunitarios de ciudadanos de la Unión Europea y a los 
beneficiarios de protección internacional. 

Regula: (art. 32) 

- Servicios de los puntos de Atención al Emprendedor: 
Ahora se podrá encargar de las actividades relativas a la constitución de sociedades (no 
es posible cuando las aportaciones no sean dinerarias) y actos posteriores. 
Esta regulación entra en vigor a los 20 días de la publicación de la norma en el BOE 
- Profesionales altamente cualificados titulares de una Tarjeta azul-UE: 
Se regula 
- Traslados intraempresariales de grupos de profesionales y procedimiento 

simplificado: 
Nueva regulación 

 En tercer lugar, se procede a la transposición de la Directiva (UE) 2020/284 del Consejo, de 
18 de febrero de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta 

a la introducción de determinados requisitos para los proveedores de servicios de 
pago, cuyas normas serán de aplicación desde el 1 de enero de 2024.  

El título III dedica su único artículo, el 33, a introducir las necesarias modificaciones en la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, para proceder a 
la incorporación al ordenamiento interno de la Directiva (UE) 2020/284 del Consejo, de 
18 de febrero de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta 
a la introducción de determinados requisitos para los proveedores de servicios de pago. 
En particular, reforma el título X, denominado «Obligaciones de los sujetos pasivos», 
dividiéndolo en dos capítulos con objeto de sistematizar aquellas obligaciones que 
afectan a todos los sujetos pasivos de las obligaciones específicas derivadas del comercio 
electrónico. 

Las nuevas reglas del comercio electrónico y a pesar de las facilidades ofrecidas a los 
operadores para la liquidación del IVA devengado en cada Estado miembro, las 
autoridades tributarias comunitarias han detectado la aparición de empresarios y 
profesionales que, aprovechando que la mayoría de las transacciones del comercio 
electrónico constituyen pagos transfronterizos realizados a través de medios de pagos 
conectados con transferencias electrónicas, obtienen ventajas comerciales desleales 
eludiendo sus obligaciones de repercusión e ingreso del IVA. En efecto, dado que el 
destinatario tiene la condición de consumidor final que actúa de buena fe y que no queda 
sujeto a obligaciones contables y registrales, las administraciones tributarias comunitarias 
pueden tener dificultades para comprobar el destino de sus pagos transfronterizos por lo 
que se hace necesario disponer de instrumentos adecuados y un sistema de información 
que permita detectar estos pagos transfronterizos sin necesidad de imponer obligaciones 
a los consumidores finales y afectar al desarrollo del comercio y la ampliación del 
mercado. Esta información es relevante y puede suponer un indicio de que el beneficiario 
está realizando una actividad económica no declarada.  

De esta forma, la Directiva (UE) 2020/284 del Consejo, de 18 de febrero de 2020, por la 
que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta a la introducción de 
determinados requisitos para los proveedores de servicios de pago, que ahora es objeto 
de transposición, ha diseñado un sistema sencillo que va a imponer a los proveedores de 
servicios de pago la obligación de mantener registros suficientemente detallados de los 
pagos transfronterizos realizados en los que intervengan y a suministrar esta información 
a la Administración tributaria.  

Con el objeto de cumplir con el principio de proporcionalidad y asegurar que su 
cumplimiento genere las menores cargas de gestión en los proveedores de servicios de 
pago, únicamente será requerida aquella información considerada necesaria y suficiente 
para que las administraciones tributarias de los Estados miembros puedan combatir las 
situaciones de fraude y evasión fiscal. Así, únicamente será necesario registrar y 
comunicar los pagos transfronterizos cuando el ordenante esté ubicado en un Estado 
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miembro y el beneficiario esté situado en otro Estado miembro o en un país o territorio 
tercero. Por otra parte, la única información relativa al ordenante del pago que deberá 
conservarse es la referente a su ubicación. Por lo que respecta al beneficiario será 
necesario conservar la información que pueda permitir a las autoridades tributarias 
detectar una posible actividad económica. En este sentido, se fija un límite mínimo de 
pagos recibidos por un mismo beneficiario en un trimestre natural como indicativo de la 
posible realización de una actividad económica. Una vez se alcance dicho límite, que se fija 
en 25 pagos transfronterizos trimestrales a un mismo beneficiario, surgiría la obligación 
de mantenimiento de registros y su notificación a la Administración tributaria. 

Los proveedores de servicios de pago conservarán los registros citados por un periodo 
de tres años naturales con el fin de que los Estados miembros dispongan de tiempo 
suficiente para realizar controles de manera eficaz y puedan investigar o detectar 
presuntos fraudes en el IVA. 

Por último, debe señalarse que, aunque las obligaciones contenidas en la referida 
Directiva no serán de aplicación hasta el 1 de enero de 2024, resulta necesario que los 
proveedores de servicios de pagos conozcan con la suficiente antelación su contenido y 
ámbito de aplicación, a fin de que puedan adaptar sus sistemas y procedimientos 
informáticos para garantizar su cumplimiento. Por otra parte, será también necesario 
aprobar con anterioridad a su entrada en vigor el necesario desarrollo reglamentario de 
la medida y los requisitos técnicos que hagan posible su aplicación. 

Regula: (art. 33) 

Con entrada en vigor el 1 de enero de 2024 

Con una nueva sección al Capítulo II del título X que se añade a la LIVA se diseña un 
sistema sencillo que va a imponer a los proveedores de servicios de pago la obligación de 
mantener registros suficientemente detallados de los pagos transfronterizos realizados 
en los que intervengan y a suministrar esta información a la Administración tributaria. 

 En cuarto lugar, se transpone la Directiva (UE) 2019/1151 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 en lo 

que respecta a la utilización de herramientas y procesos digitales en el ámbito del 
Derecho de sociedades, conocida como «directiva de digitalización de sociedades» o «directiva 
de herramientas digitales», cuyo plazo de transposición expiró el día 1 de agosto de 2021.  

El título IV se compone de seis artículos, del 34 al 39, que contienen modificaciones de 
diferentes normas, en concreto de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862; del 
Código de Comercio; de la Ley Hipotecaria,; de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del orden social; de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 
de Medidas fiscales, administrativas y del orden social; y del texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 2 de julio, con 
la finalidad de incorporar a nuestro ordenamiento la Directiva (UE) 2019/1151 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la que se modifica la 
Directiva (UE) 2017/1132 en lo que respecta a la utilización de herramientas y procesos 
digitales en el ámbito del derecho de sociedades. 

El régimen de constitución telemática vigente en nuestro ordenamiento jurídico necesita 
ser modificado en algunos aspectos, para poder cumplir con el mandato del legislador 
europeo de contemplar un procedimiento íntegramente online, aplicable tanto al 
momento de constitución, como a las modificaciones societarias posteriores y al registro 
de sucursales por parte de solicitantes que sean ciudadanos o ciudadanas de la Unión 
Europea.  

A ello responden las modificaciones que se introducen en el Código de Comercio y en el 
texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. 

De igual modo, en cumplimiento de la normativa europea, se procede mediante el título 
IV a reformar la Ley Hipotecaria y la Ley del Notariado a fin de habilitar la intervención 
telemática notarial y registral con el objetivo de facilitar la prestación de los servicios 
notariales y registrales sin necesidad de presencia física, dando cumplimiento así a lo 
previsto en la disposición final decimoprimera de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de 
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medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 
Administración de Justicia.  

En cuanto a la Ley Hipotecaria, las modificaciones se centran, fundamentalmente, en 
regular la sede electrónica general, la posibilidad de las comunicaciones de la ciudadanía 
y con otros organismos por medios electrónicos, la publicidad registral por estos mismos 
medios, la creación de un sistema informático registral adicional y un repositorio 
electrónico con información actualizada de las fincas.  

La Ley del Notariado se modifica con el fin de regular un protocolo electrónico que refleje 
las matrices de los instrumentos públicos, la posibilidad de consulta digital motivada de 
un índice único informatizado general por el Consejo General del Notariado y las 
administraciones públicas y la introducción de un nuevo artículo que establece la 
posibilidad de otorgamiento de ciertos instrumentos a través de videoconferencia y 
comparecencia electrónica, así como disposiciones en materia de seguridad y archivos. 

Regula: 

Modificación de la Ley del Notariado: (art. 34) 

Entrará en vigor el 1 de enero de 2024 
- Regulación del protocolo electrónico y de la posibilidad de expedición de copias 

electrónicas autorizadas con su firma electrónica permitiéndose la solicitar copia 
por comparecencia electrónica (no desaparece el protocolo físico). 

- Nuevo artículo 17 ter admite la posibilidad de realizar otorgamiento y autorización 
de escritura a través de videoconferencia en determinado actos o negocios 
jurídicos. Estos actos o negocios jurídicos serán los siguientes: 

Las pólizas mercantiles. 
La constitución de sociedades, nombramientos y apoderamientos mercantiles, así 

como el otorgamiento de cualquier otro acto societario, siempre que en caso de contener 
aportaciones de los socios al capital social sean dinerarias. 

Los poderes para pleitos o para actuar ante las AAPP y los electorales. 
Los poderes especiales. 
La revocación de poderes excepto preventivos. 
Cartas de pago y cancelaciones. 
Actas de junta y de referencia. 
Los testimonios de legitimación de firmas. 
Los testamentos en caso de epidemia siempre que se declare el confinamiento. 
En general todos aquellos en que así se establezca reglamentariamente. 

- Para mayor facilidad en estos otorgamientos por videoconferencia, si uno o todos 
los otorgantes no dispusieran de firma electrónica, se les podrá suministrar 
gratuitamente una “ad hoc”. 

Modificación del Código de Comercio: (art. 35) 

Entrará en vigor al año de publicarse la Ley en el BOE 
- Interconexión del Registro Mercantil con la Plataforma Central Europea: la 

novedad está en que se deberá suministrar información gratuita sobre 
determinadas indicaciones de la sociedad, entre otros los datos esenciales de la 
sociedad e información sobre los administradores. 

Modificación de la Ley Hipotecaria: (art. 36) 

Entrará en vigor al año de publicarse la Ley en el BOE 
- Modifica el modo de llevar los libros en el registro e inscripciones 

Modificación de la Ley de Medidas fiscales y administrativas para el 2021 y 2022: (art. 
37 y 38) 

Entrará en vigor al año de publicarse la Ley en el BOE 
- Regula la utilización por registradores de sistemas de videoconferencia con otros 

registros 

Modificación de la Ley de Sociedades de Capital: (art. 39)  

Entra en vigor al día siguiente de publicación de la ley en el BOE 
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Regula, por primera vez, la constitución electrónica de la Sociedad de Responsabilidad 
limitada en línea con la introducción en el LSC de un nuevo capítulo III Bis en el Título 
II 

 

 En quinto lugar, se transpone la Directiva (UE) 2020/262 del Consejo, de 19 de diciembre 

de 2019, por la que se establece el régimen general de los impuestos especiales, cuyo 
plazo de transposición de algunos de sus preceptos expiró el 31 de diciembre de 2021 y 

otros resultarán de obligada aplicación a partir del 13 de febrero de 2023. (Art. 40 y 41) 

El título V contiene dos artículos con el objeto de transponer la Directiva (UE) 2020/262 
del Consejo, de 19 de diciembre de 2019, por la que se establece el régimen general de 
los impuestos especiales, y la Directiva (UE) 2020/1151 del Consejo, de 29 de julio de 
2020, por la que se modifica la Directiva 92183/CEE relativa a la armonización de las 
estructuras de los impuestos especiales sobre el alcohol y las bebidas alcohólicas, 
mediante la modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, 
y del Reglamento de los Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, 
de 7 de julio. 

Las modificaciones introducidas en esta directiva son fundamentalmente técnicas y tienen 
por objeto adaptarla a la terminología y a los procedimientos del Tratado de Lisboa, 
firmado el 13 de diciembre de 2007.  

 

 En sexto lugar, se transpone la Directiva (UE) 2020/1151 del Consejo, de 29 de julio de 2020, por 
la que se modifica la Directiva 92/83/CEE relativa a la armonización de las estructuras de los 

impuestos especiales sobre el alcohol y las bebidas alcohólicas, cuyo plazo de 
transposición finalizó el 31 de diciembre de 2021.  

 Por último, mediante la presente ley se adapta nuestro ordenamiento a la normativa 

internacional aplicable en materia de responsabilidad civil por daños nucleares, tras 
la entrada en vigor de los Protocolos de 2004 de enmienda del Convenio de París, de 29 de 

julio de 1960, sobre la responsabilidad civil en materia de energía nuclear, y de su Complementario 
de Bruselas, de 31 de enero de 1963, introduciendo las necesarias modificaciones en la Ley 
12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil por daños nucleares o producidos por 
materiales radiactivos. (Art. 42) 

Esta acumulación de proyectos normativos ya tramitados como anteproyectos de ley en un único 
texto aprobado por el Consejo de Ministros, y después remitido a las Cortes Generales, a su vez, 
para tramitación parlamentaria, responde en todo caso a un doble fundamento. En primer lugar, 
se pretende agilizar dicha tramitación parlamentaria de un único proyecto de ley en lugar de seis; 
proyecto éste que, si bien afecta a ámbitos sectoriales distintos, responde a una misma finalidad, 
que no es otra que el cumplimiento de compromisos de carácter internacional. 

El título VI, que contiene un solo artículo, el 42, con el fin de adaptar la normativa a los 
convenios internacionales sobre responsabilidad civil por daños nucleares, introduce las 
necesarias modificaciones en la Ley 12/2011, de 27 de mayo, sobre responsabilidad civil 
por daños nucleares o producidos por materiales radiactivos. Para ello, se da nueva 
redacción al primer párrafo del artículo 2.1; se añade una párrafo b) bis al artículo 3.2; se 
modifica el artículo 4.1, el artículo 7.2, el artículo 10, el primer párrafo del artículo 11.1 y 
el apartado d) del mismo artículo, el artículo 11.2, el artículo 14.1, el artículo 16, el primer 
párrafo del artículo 17.1, los párrafos a) y b) del artículo 18.1, el artículo 20; se añade un 
apartado 3 al artículo 22; se modifica el artículo 23 y se añade una disposición adicional 
cuarta. 

 Personas trabajadoras del servicio del hogar (DF 10ª) 

Los beneficios en la cotización aplicables en el Sistema Especial para Empleados de 
Hogar producirán efectos cuando entre en vigor el desarrollo reglamentario previsto 
en los citados preceptos y, en todo caso, el 1 de abril de 2024. 

Además, se mantiene los beneficios por la contratación de cuidadores en familias 
numerosas. 
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Planes de igualdad de las cooperativas de trabajo asociado y otras cooperativas con socios 
y socias de trabajo. (DA 12ª) 

Hace referencia al registro y depósito de los planes de igualdad de las cooperativas de 
trabajo asociado y otras cooperativas con socios y socias de trabajo para dotar a dichos planes de 
los efectos derivados de los artículos 45 y siguientes de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva entre hombres y mujeres, en relación con los planes de igualdad en el 
ámbito laboral. 
  

8 



 

Mini Boletín FISCAL diario 

 

 La presente publicación contiene información de carácter general, sin que constituya opinión profesional ni 
asesoramiento jurídico. Para cualquier aclaración póngase en contacto con nosotros  

8 

Martes, 9 de MAYO de 2023 

Nota de la web AEAT 
LGT. APLAZAMIENTOS Y FRACCIONAMIENTOS. La 
AEAT, en su web, publica nota sobre los aplazamientos 
y fraccionamientos 

 Mejoras en la tramitación de aplazamientos y 

fraccionamientos de deudas 
 

Fecha:  08/05/2023 
Fuente: web de la AEAT 
Enlace: Nota 

 
El crédito tributario goza en nuestro ordenamiento jurídico de una especial protección que se 
fundamenta, en esencia, en la finalidad última a la que se destinan los ingresos que obtiene el 
Estado: atender a los intereses generales y el mantenimiento del estado de bienestar. Una de 
las manifestaciones de dicha protección es la necesidad de garantizar el ingreso íntegro del 
importe debido, otorgando garantías admisibles en derecho que han de ser suficientes tanto 
jurídica como económicamente, cuando las personas físicas y jurídicas, en el ejercicio legítimo 
de sus derechos, optan por diferir el pago de las cantidades debidas, u optan por interponer 
cuantos recursos y reclamaciones el ordenamiento pone a su alcance, en defensa de sus 
intereses. 

El aplazamiento o fraccionamiento en el pago de las deudas de los contribuyentes que se 
encontraran en dificultades económicas y financieras de carácter transitorio se ha mostrado 
como una herramienta efectiva para facilitar el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 

Recientemente se ha aprobado la Orden HFP/311/2023, de 28 de marzo, con un doble 
objetivo: ampliar el importe de la exención de la obligación de aportar las garantías necesarias 
para la concesión de aplazamientos y fraccionamientos de pago, y para obtener la suspensión 
de los actos administrativos objeto de recurso y reclamación, que ha pasado de los 30.000 
euros establecidos en la normativa anterior a los 50.000 euros actuales, y agilizar el 
procedimiento de gestión de estas solicitudes mediante el impulso de su gestión 
automatizada, lo que reducirá los tiempos de espera y mejorará la eficiencia del sistema. 

La nueva Orden se aplica a las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento de pago, 
presentadas desde el 15 de abril, referidas a deudas derivadas de derechos de naturaleza 
pública gestionados por la Agencia Tributaria, pero tiene algunas excepciones. No se aplica a 
las deudas aduaneras reguladas por el Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013, por el que se establece el código aduanero 
de la Unión, ni a las deudas y sanciones tributarias estatales a las que se refiere la disposición 
adicional undécima de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de 
la Ley Concursal. 

Como complemento de la nueva Orden, la Directora del Departamento de Recaudación de la 
Agencia Tributaria ha dictado dos Instrucciones que establecen un esquema de tramitación 
de aplazamientos y fraccionamientos más flexible. Se amplían los plazos máximos de pago, 
que serán de 24 meses para las personas físicas y 12 meses para las personas jurídicas, para 
las solicitudes exentas de aportar garantías cuando el importe total de deuda pendiente sea 
superior a 3.000 euros. Además, estas solicitudes se tramitarán de forma automatizada, lo 
que propiciará la concesión casi instantánea de su aplazamiento a un mayor número de 
contribuyentes. 

https://sede.agenciatributaria.gob.es/Sede/normativa-criterios-interpretativos/analisis/Mejoras_en_la_tramitacion_de_aplazamientos_y_fraccionamientos_de_deudas.html
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Las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento por un importe total de deuda pendiente 
igual o inferior a 3.000 euros se resolverán de forma automatizada atendiendo la propuesta 
de plazos que el obligado al pago haya indicado en su solicitud y siempre que el importe de 
cada uno de los plazos resultantes, excluidos intereses, no sea inferior a 50 euros. 

Las solicitudes pueden presentarse a través de la APP de la Agencia Tributaria o de la Sede 
electrónica, y el interesado puede obtener la resolución en un breve espacio de tiempo. 

Para la resolución de los aplazamientos o fraccionamientos que precisen aportación de 
garantías, se establecen los requisitos que deben cumplir en función del tipo de garantía 
aportada. Cuando la garantía consiste en fianza, aval bancario o seguro de caución, para servir 
como tales tanto para la suspensión en la ejecución de los actos recurridos como para la 
concesión de aplazamientos y fraccionamientos de pago, deberán constituirse respetando lo 
dispuesto en la normativa tributaria aplicable. Además, se deben seguir las disposiciones que 
regulan la ordenación, supervisión y solvencia de las entidades de crédito y las entidades 
aseguradoras y reaseguradoras, así como el régimen jurídico de las sociedades de garantía 
recíproca en la medida en que resulten aplicables en este ámbito. 

Se detallan ciertos bienes que, por sus características intrínsecas o las limitadas posibilidades 
que tiene su ejecución, no cumplen las condiciones mínimas de suficiencia económica o 
jurídica para ser admitidos como idóneos a la hora de considerarlos como garantía de 
aplazamientos o fraccionamientos de pago. También se hace referencia a aquellos bienes que, 
aun pudiendo resultar idóneos, presuntamente carecen de mercado en una eventual 
ejecución y generan una serie de problemas que deben ser valorados a la hora de calificar su 
grado de suficiencia jurídica y económica. 

Los plazos máximos de pago que recogerá la correspondiente resolución dependerán del tipo 
de garantía aportada. De esta forma, cuando se aporte un aval bancario o certificado de 
seguro de caución, el plazo máximo será de 60 meses. Cuando la garantía consista en bienes 
inmuebles de naturaleza urbana libres de cargas, el plazo máximo de concesión será de 36 
meses, mientras que cuando se aporten otras garantías, el plazo máximo de concesión será 
de 24 meses. En los casos de dispensa total o parcial de garantía, el plazo máximo de 
concesión será de 12 meses. 

En la misma línea de flexibilización de plazos, se amplía hasta los 60 meses el plazo máximo 
de concesión para aquellos supuestos en que concurran motivos excepcionales para superar 
los plazos máximos establecidos y que precisan de la autorización expresa de la persona 
titular de la dirección del Departamento de Recaudación. 

En el supuesto de que se conceda la suspensión o el aplazamiento o fraccionamiento al 
deudor principal y se haya constituido la correspondiente garantía, se trasladarán los efectos 
a los responsables y al resto de coobligados al pago de la deuda, de forma que se acordará la 
suspensión de la ejecutividad de las deudas incluidas en la solicitud de aplazamiento o 
fraccionamiento presentada por el deudor principal sin necesidad de que los responsables o 
coobligados presten garantía en vía administrativa. 

En definitiva, se trata de un conjunto de medidas que busca facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias, al mismo tiempo que se garantiza la protección del crédito tributario 
y se agiliza la gestión de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de pago. 
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Consulta de interés 
IRPF. Los intereses por mora en el pago del salario son 
ganancias patrimoniales no sometidas a retención 

Fecha:  15/02/2023 
Fuente: web de la AEAT 
Enlace: Consulta V0272-23 de 15/02/2023 

 

Tributación en el IRPF de los intereses del artículo 29.3 del Estatuto de los Trabajadores. 

El artículo 29 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre (BOE del día 24), regulador de la 
“liquidación y pago del salario”, establece en su apartado 3 que “el interés por mora en el pago 
del salario será el diez por ciento de lo adeudado”. 

Por otro lado, los intereses indemnizatorios tienen como finalidad resarcir al acreedor por los 
daños y perjuicios derivados del incumplimiento de una obligación o el retraso en su correcto 
cumplimiento, tal como ocurre respecto a los intereses por mora en el pago del salario. Estos 
intereses, debido a su carácter indemnizatorio, no pueden calificarse como rendimientos del 
capital mobiliario. En consecuencia, a tenor de lo dispuesto en los artículos 25 y 33.1 del 
mismo texto legal, han de tributar como ganancia patrimonial. 

Por lo que se refiere a la práctica de retención sobre los mismos cabe indicar que no procede 
realizar retención alguna, a cuenta del Impuesto, debido a que no se trata de ninguna de las 
rentas que el artículo 75 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 

ISD. El legado reconocido judicialmente de pago de 
cargo de los herederos a una legataria del valor del 
usufructo de un inmueble y de una renta mensual es 
correlativamente carga deducible para los herederos y 
adquisición gravada para la legataria, si bien debe la 

resolución judicial ser firme.  
 

Fecha:  01/02/2023 
Fuente: web de la AEAT 
Enlace: Consulta V0106-23 de 01/02/2023 

 
 
El consultante junto con su hermano ha presentado autoliquidación del Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones al ser los herederos de su padre, abonando el importe 
correspondiente. Posteriormente, por sentencia judicial se ha declarado la existencia de una 
legataria obligando a los herederos a cumplir las disposiciones testamentarias, debiendo 
pagar a la legataria el valor del usufructo de un inmueble, así como una cantidad mensual de 
2500 euros. Los interesados que han cumplido con lo dispuesto en la sentencia judicial han 
recurrido la mencionada sentencia. 

Cómo debe proceder el consultante y su hermano a nivel tributario, ya que han tributado por 
una masa hereditaria que posteriormente se ha visto reducida debido a la sentencia judicial. 

Por lo tanto, las cantidades que los herederos deben pagar a la legataria de acuerdo con la 
sentencia judicial serán cargas deducibles que minoraran la base imponible del Impuesto 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0272-23
https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0106-23
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sobre Sucesiones y Donaciones, lo que disminuirá la cantidad a pagar por cada uno de ellos 
por este impuesto. 

En el presente caso, el consultante y su hermano han presentado la autoliquidación 
correspondiente del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y han efectuado el pago de la 
cantidad resultante, por lo que si consideran que estas autoliquidaciones han perjudicado de 
cualquier modo sus intereses legítimos podrán solicitar una rectificación de autoliquidación 
conforme a lo previsto en los artículos 120.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria (BOE de 18 de diciembre) y 126 y siguientes del Real Decreto 1065/2007, de 27 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos 
de aplicación de los tributos (BOE de 5 de septiembre de 2015) . No obstante, según se 
manifiesta en el escrito de consulta, la sentencia judicial que declara la obligación de los 
herederos de pagar estas cantidades a la legataria carece de firmeza y se encuentra recurrida 
por los herederos. Por lo tanto, al carecer de firmeza la mencionada situación, no parece que 
en este momento procesal proceda la estimación de la solicitud de rectificación. 
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Sentencia de interés 
IVA. La deducción de las cuotas soportadas del IVA es un 
derecho del contribuyente, y no una opción tributaria del 
artículo 119.3 de la Ley General Tributaria. Los 
contribuyentes pueden instar la rectificación y la 

correspondiente devolución de ingresos indebidos respecto de una 
autoliquidación complementaria del IVA, en la que se han incluido 
mayores cuotas soportadas, a fin de adecuarse al criterio seguido por 
la Administración tributaria en un procedimiento inspector 
 

Fecha:  25/04/2023 
Fuente: web del Poder Judicial 
Enlace: Resolución del TEAC de 25/04/2023 

 
 

El objeto de este recurso de casación consiste, desde el punto de vista de su interés casacional 
objetivo para formar jurisprudencia, en determinar si el contribuyente puede instar la 
rectificación y la correspondiente devolución de ingresos indebidos incluidos en una 
autoliquidación complementaria del IVA, en la que se ha procedido a incluir mayores cuotas 
soportadas, presentada a fin de adecuarse al criterio seguido por la Administración tributaria 
en un procedimiento inspector previo y con el objetivo de evitar ser sancionado, o si, por el 
contrario, para poder ejercer el derecho a la deducción de las cuotas soportadas, deberá 
practicarla en otra autoliquidación ulterior dentro del periodo de caducidad legalmente 
establecido. 

La respuesta a dicha cuestión debe ser que la deducción de las cuotas soportadas del IVA es 
un derecho del contribuyente, y no una opción tributaria del artículo 119.3 de la Ley General 
Tributaria. Los contribuyentes pueden instar la rectificación y la correspondiente devolución 
de ingresos indebidos respecto de una autoliquidación complementaria del IVA, en la que se 
han incluido mayores cuotas soportadas, a fin de adecuarse al criterio seguido por la 
Administración tributaria en un procedimiento inspector y con el objetivo de evitar ser 
sancionado, siguiendo el procedimiento previsto en los artículos 120.3 y 221.4 de la citada 
Ley. 

 

https://www.poderjudicial.es/search/TS/openDocument/9da6f89957bbe6a4a0a8778d75e36f0d/20230505
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